Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 10:04). 


—La Comisión de Hacienda del Senado da la bienvenida a los asesores jurídicos del 
Ministerio de Salud Pública, doctores Silvia Doldán y Gúmer Pérez, a quienes invitamos para conocer 
la opinión de la cartera sobre el nuevo proyecto de ley de zonas francas, especificamente en relación 
con ell área de la salud comprendida en la iniciativa. 


Por otro lado, a partir de conversaciones con algunos miembros de la Comisión, luego nos 
gustaría hacerles algunas preguntas con respecto a otro tema. Si las pudieran contestar, sería muy 
bueno; de lo contrario, no habría ningún problema. 


Les damos la palabra. 


SEÑOR PÉREZ.- Buenos días. Si estamos en condiciones de responderles, lo haremos con mucho 
gusto, señora Presidenta. 


En mi calidad de asesor jurídico del señor Ministro de Salud Pública, doctor Jorge Basso, 
concurro a este ámbito acompañado por la asesora jurídica doctora Silvia Doldán. 


El señor Ministro nos trasladó la invitación a esta Comisión, por lo que quedamos a las 
órdenes para responder las preguntas que sus miembros nos deseen formular. 


Entramos en contacto con el proyecto de ley en estos días e hicimos algunas 
puntualizaciones. Tal vez puede ser de recibo que primero hagamos una breve síntesis de la iniciativa y 
luego realicemos comentarios sobre los lineamientos generales que advierte el Ministerio de Salud 
Pública. ¿Esa es la idea? 


SEÑORA PRESIDENTA.- En realidad, recibimos el proyecto de ley que fue enviado por el Poder 
Ejecutivo y, en virtud de que contiene un artículo muy genérico, que no especifica nada, quisiéramos 
saber si desde el Ministerio se tiene alguna opinión. 


SEÑOR PÉREZ.- Advertimos que en líneas generales el proyecto de ley modifica la Ley de Zonas 
Francas —N* 15.921-— y amplía el régimen de modo de permitir el desarrollo de actividades de interés 
para el país. Precisamente, en el artículo 41 se incluyen las denominadas «Zonas Temáticas de 
Servicios». Se autoriza que se ubiquen fuera del área metropolitana en un radio de cuarenta kilómetros 
del centro de Montevideo y, entre los servicios y actividades complementarias, se incluye de una 
manera muy genérica la explotación de servicios de «atención a la salud». 


Advertimos que el proyecto de ley contiene tres figuras: el desarrollador, el usuario directo y 
el usuario indirecto. 


De acuerdo con el artículo 23, las empresas instaladas en las denominadas zonas 
económicas especiales —incluso cambia la denominación de lo que hoy se conoce como zonas 
francas— no podrán realizar actividad industrial, comercial o de servicios en el resto del territorio, con 
excepción de lo previsto en el artículo 53 que dispone que se permita realizar actividades fuera del 
territorio si son necesarias o complementarias para la realización de actividades previstas en esos 
contratos. 


El artículo 24 establece que los usuarios de las zonas económicas especiales pueden 
realizar en las mismas, actividades en relación con bienes o mercaderías en tránsito en el territorio 
nacional, que no tengan por destino el territorio o con servicios que se presten y utilicen 
económicamente fuera de dicho territorio. 


El artículo 27, que sustituye al artículo 18 de la actual Ley de Zonas Francas, establece que 
los usuarios de las zonas económicas y especiales emplearán para la actividad de servicios un mínimo 
de mano de obra uruguaya del 50 %. 


El artículo 32 dispone que la prestación de servicios al resto del territorio de una zona 
económica especial será considerada importación y estará sujeta a normas que regulen la importación. 


El artículo 41 agrega a la Ley N* 15.921 el Capítulo VIIl destinado a las Zonas Temáticas de 
Servicios, el cual contiene los artículos 50 a 53, donde se establece que tienen por objetivo la 
realización de una actividad específica en el sector servicios, con beneficios y términos previstos en 
esa ley. Asimismo, se dispone que el Poder Ejecutivo puede autorizar el desarrollo de zonas temáticas 
de servicios para la realización de servicios y actividades complementarias entre las que se incluye la 
atención a la salud, de manera genérica. 


Establecimos unos lineamientos respecto a estas zonas temáticas que aparentemente tienen 
como objeto la atención a la salud. Paso a plantear la posición del Ministerio. 


La generalidad del giro gramatical utilizado al incluir la atención a la salud dentro de los 
servicios que podrán ser prestados en las zonas temáticas de servicios genera, al menos, 
preocupación. Tal como está redactada la norma, comprende a cualquier tipo de prestación vinculada a 
la salud, de cualquier nivel de atención, sin distinguir si están incorporadas al Sistema Nacional 
Integrado de Salud, lo que podría generar una distorsión en el sistema. Recordemos que el Sistema 
Nacional Integrado de Salud que tenemos se basa en una competencia entre prestadores, está 
fuertemente regulado y se han dispuesto estímulos para la complementación asistencial con el fin de 
profundizar el incipiente sistema, logrando sinergias que hagan reducir gastos innecesarios para el 
sector. 


Advertimos también que se prevé la posibilidad de desarrollar la prestación de servicios de 
salud en estas zonas temáticas, pero no se hace remisión expresa a ninguna norma que los regule ni a 
cuál será el régimen reglamentario que se aplique; no se sabe si estos servicios de salud dentro de 
estas zonas estarán sometidos a alguna norma, desconociéndose si se identifica o no qué tipo de 
servicio se brindaría o si estos emprendimientos están definidos en alguna rama de actividad dentro de 
la amplitud del término atención a la salud. 


Tampoco advertimos claramente que el procedimiento estipule una autorización expresa para 
la habilitación y para el desarrollo dentro de estas zonas económicas especiales. Además, no se 
consideran los diversos procedimientos para los trámites de habilitación que hoy tenemos vigentes en 
el Ministerio de Salud Pública con el fin de implementar la aprobación de estos servicios; por ejemplo, 
la multiplicidad de trámites que hay para los registros de tecnología médica. Tenemos que recordar que 
el Ministerio de Salud Pública, a través de la Junasa, establece la necesidad de firmar contratos de 
gestión con las instituciones que integran el sistema, donde se determinan prestaciones obligatorias, 
estímulos y desestímulos para una correcta administración de los recursos. 


Vemos que la incorporación de estos nuevos servicios, de manera genérica y de la forma 
como está planteado en el proyecto, daría lugar a la posibilidad de que actuaran por fuera del modelo 
del sistema, que está fuertemente regulado y controlado por el Ministerio a través de diferentes 
normativas, ya sea a través de la propia Ley Orgánica de Salud Pública —N* 9.202- del año 
1934— o de la ley de creación del sistema, Ley N* 18.211. Por lo tanto, al no advertir que haya una 
normativa específica a la que se apunte en el proyecto, no sabemos cuál sería el marco regulatorio que 
tendría la atención a la salud. 


Observamos también que esto incorporaría una lógica comercial y, francamente, en este 
momento resulta difícil sopesar qué consecuencias podría traer. 


Por otra parte, de acuerdo a lo previsto en el proyecto de ley, los usuarios de las zonas 
francas estarán habilitados para contratar personal extranjero hasta en un 25 %. Y con la modificación 
que el artículo 27 del proyecto introduce al artículo 18 de la actual ley, el porcentaje mínimo de 


personal uruguayo para el sector servicios se reduce en un 50 %. De esta manera se habilita a que la 
mitad del personal contratado sea extranjero. Debemos recordar que esta regulación puede resultar 
incompatible con la prestación de algunos servicios de salud, puesto que el Ministerio actualmente 
controla y habilita los ejercicios de los distintos profesionales en esta rama, quienes además están 
vinculados de distintas maneras. Obviamente, entre los servicios de los profesionales se encuentra 
inscripta la prevención de acreditar los títulos, más allá de la reválida en el instituto u organismo 
correspondiente, y esto tiene como ente regulador al Ministerio de Salud Pública. También debemos 
analizar el impacto que se puede generar en el sistema, porque la determinación de beneficios 
tributarios puede hacer diferente a los actores entre sí. Tampoco vemos que la iniciativa tenga previsto 
cómo se van a regular este tipo de acciones. 


El artículo 24 dispone que los usuarios de zonas económicas especiales pueden realizar, en 
las mismas, actividades en relación con bienes o mercaderías en tránsito en territorio nacional. Esta 
normativa puede tener un impacto importante en relación con la tecnología médica utilizada para la 
prestación del servicio médico en estas zonas. Cabe recordar que esto tiene que ser aprobado por el 
Ministerio y puede generar incompatibilidades en la diversa normativa aplicable al día de hoy. 


Se estipula que la prestación de servicios en el resto del territorio desde una zona económica 
especial será considerada importación y quedará sujeta a las normas que rigen en la importación. Nos 
preguntamos: ¿cómo se compatibiliza este requisito con los servicios que eventualmente incluyan 
traslado de pacientes y médicos de radio? ¿Qué pasará con la prescripción y el suministro de 
medicamentos que se entreguen a pacientes que salgan de la zona económica especial e ingresen en 
territorio no franco? 


Básicamente, esta es una apretada síntesis de lo que nosotros advertimos en el proyecto de 
ley en lo que tiene correlación con la breve referencia a la atención a la salud. 


En conclusión, nosotros entendemos que la inclusión del servicio de salud en la zona 
económica especial, tal como está redactada en el proyecto de ley, puede provocar un gran impacto en 
el Sistema Nacional Integrado de Salud, generar dudas interpretativas en cuanto al régimen legal 
aplicable y crear verdaderas zonas grises en cuanto a la competencia que va a tener cada organismo 
rector. Como decía hoy, hay que tener en cuenta que el Ministerio de Salud Pública tiene una ley 
orgánica que regula las competencias y le atribuye la calidad de policía sanitaria del Estado y la 
vigilancia epidemiológica. A su vez, la ley de creación del Sistema Nacional Integrado de Salud le da 
exclusividad y prioridad en la regulación de cualquier actividad que tenga que ver con la salud. Esta 
siempre debe ser ejercida por el Ministerio de Salud Pública, tanto actuando en su rol de policía 
sanitaria por imperio de la ley orgánica o como rector por propia manifestación de la ley de creación del 
Sistema Nacional Integrado de Salud. 


Actualmente, el Ministerio de Salud Pública tiene a su cargo una tarea específica dentro de la 
zona franca con aquellas empresas que operan, total o parcialmente, con productos de salud. Los 
expedientes que se inician en el Ministerio de Salud Pública por empresas de zonas francas son 
caratulados como expedientes de urgencia y tienen como objetivo las operativas especiales de 
comercio que estas realizan; en la mayoría de los casos, son productos en tránsito que no se registran 
en el Ministerio. Desde que el Ministerio comenzó a hacer esta suerte de vigilancia y contralor sobre 
estos productos dentro de las zonas francas, nosotros advertimos cierta resistencia por parte de las 
empresas a presentar documentación que acredite la trazabilidad —-me refiero a su origen y su destino— 
y la legitimidad de los productos. Esta implementación ha sido coordinada con el Ministerio de 
Economía y Finanzas a través del área de zonas francas y ha generado buena vista para esa Cartera. 
Esta es la experiencia que el Ministerio ha tenido hasta ahora en materia de zonas francas. 


Hemos tratado de hacer un resumen de lo que establece el proyecto de ley; no sé si fui claro. 
SEÑOR CAMY.- Agradezco a la delegación por concurrir a la Comisión. 


Debo decir que a mí me genera más duda la lectura del texto que la explicación y tal vez no 
advertí si ya se respondió a lo que seguidamente voy a preguntar. Desde el punto de vista del 


Ministerio de Salud Pública, de aprobarse la normativa tal como se propone desde el origen por el 
Poder Ejecutivo, ¿puede afectarse el acceso a los servicios de salud que se presten de manera 
altamente tecnificada de los habitantes del país en el sentido de prohibirlo o facilitarlo? 


En principio, creo que todos estamos de acuerdo con la radicación de clínicas de alto nivel de 
prestación de servicios en el marco de lo que implica jurídicamente funcionar en la zona franca, 
compatibilizándolo con la normativa del Sistema Nacional Integrado de Salud. Me queda claro que esto 
podría ser un efecto de lo que se llama «turismo de salud en otro país» porque, considerando la 
infraestructura turística del país, podría ser visto como un servicio para quienes vengan al Uruguay. 


La duda que me surge es si, teniendo en cuenta el marco normativo tal cual está proyectado, 
no estaremos generando una situación de distintos tipos de servicios de salud a los que no accedería 
el habitante del Uruguay. 


Por otro lado, estamos contestes de que hay ciudadanos del país que viajan al exterior a 
operarse o a recibir una prestación de salud que el Uruguay hoy no puede dar. Precisamente, creo que 
esto es lo que se busca incorporar a través de esta iniciativa. 


SEÑOR PÉREZ.- En principio, por la fuerte regulación existente a través del Sistema, el contralor se 
ejerce en territorio no franco. Obviamente, está regulado en forma específica para esto. Al no 
mencionarse en el proyecto de ley cuál sería el marco regulatorio, nos genera una cantidad de dudas. 
En fin, no sabemos cuál sería el régimen legal aplicable. Es claro que, al hablar de atención a la salud, 
podemos estar aludiendo desde el suministro de un medicamento hasta la instalación de una clínica u 
otro tipo de actividad, porque el término es muy vasto y, al no precisarse, no sabemos a qué se está 
refiriendo. El resto está regulado en la ley. 


SEÑORA MOREIRA.- Me parece que de la exposición de los representantes del Ministerio queda claro 
que hay, por lo menos, dos tipos de regulaciones: una tiene que ver con los profesionales de la salud y, 
la otra, con la tecnología médica. Independientemente de lo que se vaya a instalar en esas zonas 
francas, estas dos regulaciones estarían operando tanto para la incorporación de tecnología como para 
el personal de salud que necesita estar acreditado. 


Me gustaría saber qué sucedería si se instalase alguna clínica en zonas francas. ¿No podría 
escapar a la regulación del Sistema Nacional Integrado de Salud? Me refiero a la instalación de 
tecnología y, sobre todo, al personal extranjero porque conocemos las dificultades que existen a la hora 
de acreditar títulos del exterior en este campo. 


Aquí se ha hablado de las zonas grises y de las dudas interpretativas, pero, por la exposición 
que se ha hecho, deduzco que no existe duda interpretativa con respecto al marco regulatorio general 
que tiene el país. O sea que esto se aplicaría sí o sí a las empresas que se instalen en las zonas 
francas. 


Por otro lado, quiero formular una pregunta por curiosidad. Cuando el director de zonas 
francas expuso sobre el tema, habló de la intención —que ya existe— de instalar en zona franca alguna 
clínica privada. ¿El Ministerio de Salud Pública tiene conocimiento de esta iniciativa o está al tanto de 
la intención efectiva de instalar en zonas francas una clínica privada, que es lo que estaría dando lugar 
a esta área temática? Este no es un pensamiento abstracto sino que está vinculado a una iniciativa 
concreta. Eso fue lo que yo entendí —por eso miro a mis compañeros de Comisión— y quisiera saber si 
el Ministerio está al tanto de esta situación. 


SEÑOR PÉREZ.- Con relación a la primera pregunta, obviamente el marco regulatorio es el que 
tenemos y, reitero, es el que se aplica en el territorio nacional. La ley que creó el Sistema Nacional 
Integrado de Salud es nacional y por eso abarca a todo el territorio. Las competencias del Ministerio de 
Salud Pública en la materia deberían estar reguladas por una ley que lo habilitara a ingresar a esa 
zona franca y aplicar el marco normativo vigente. 


La solicitud de instalación de tecnología médica que hoy pasa por el contralor del Ministerio de 
Salud Pública tendría que evaluarse dentro del nuevo sistema que se prevé. Del mismo modo, la 
regulación de los títulos, la inscripción, el registro y la habilitación de los profesionales de la salud —-que 
el Ministerio tiene a través del Departamento de Registro y Habilitación de Profesionales de la Salud— 
tiene un contralor que pasa por la reválida del título en el instituto correspondiente y su posterior 
registro para poder ejercer en nuestro país. Por eso hacíamos referencia a la cantidad de trabajo del 
personal nacional y extranjero. No sabemos qué pasaría si vinieran profesionales de otros países a 
trabajar en esta zona económica especial ni cómo regularíamos como Ministerio la convalidación y el 
registro de esos títulos. 


Con relación al segundo planteo de la señora Senadora Moreira, entiendo que como 
Ministerio de Salud Pública deberíamos tener alguna plataforma jurídica sobre la cual apoyarnos para 
determinar cuáles serían las solicitudes; desconozco si al día de hoy existe una solicitud de ingreso por 
parte de alguna clínica. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Quiero agradecer la explicación que nos han dado. En lo personal, me 
deja el mismo espacio de dudas que tienen los representantes del Poder Ejecutivo. 


Evidentemente, cuando hay normativas nacionales, nos regimos por estas. Por ejemplo, 
Botnia no puede hacer en el medio ambiente lo que está por fuera de lo permitido por parte del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Tengo que pensar en un paralelismo 
lógico: ningún emprendimiento de salud en la zona franca puede hacer cosas distintas a lo que 
establece el marco legal nacional; allí no hay libertad para hacer cualquier cosa ni debería haberla. De 
todas maneras, parecería que con la redacción dada al artículo correspondiente queda un espacio de 
ambigúedad, que tampoco se llena por la vía del decreto reglamentario, porque no se puede decir en 
un decreto lo que no se establece en la ley. 


Aclaro que sigo teniendo las mismas dudas acerca de ese tema y me parece que vamos a 
tener que profundizar más si queremos tenerlo en cuenta. Además, si hay un proyecto de ley concreto 
es bueno saberlo porque es mejor trabajar sobre algo concreto; parte de la discusión es si bajamos o 
no del 25 % al 50 % la cantidad de personal extranjero admitido en la zona franca. 


SEÑOR DELGADO.- Coincido con el señor Senador Berterreche. Respecto a las palabras vertidas por 
los representantes del Ministerio de Salud Pública, interpreto que lo relativo a las zonas económicas 
especiales temáticas vinculadas a la salud, tal como está redactado, generaría por lo menos 
incertidumbre sobre qué normativa es aplicable para la validación de los títulos de quienes vengan del 
exterior y para la incorporación del servicio médico y toda la normativa de control y policía sanitaria que 
esta Cartera debería tener. 


El señor Senador Berterreche hacía referencia al tema ambiental y es verdad lo que señaló. 
En su momento también se dio una discusión jurídica sobre qué normativa laboral se aplicaba a las 
personas que trabajaban en la zona franca. Recuerdo que participamos de ese debate y, después de 
muchas idas y venidas, primó la lógica de aplicar la normativa nacional, pero no estuvo exento de una 
gran discusión jurídica. En este caso estamos hablando de tecnología de la salud, de temas sanitarios 
que, además, tienen que ver —obviamente— no solo con los resguardos sanitarios sino también 
con la imagen del país; alguien tiene que controlar esos aspectos y ser responsable de auditar, de 
controlar equipos o mecanismos de utilización en los sistemas de salud. 


Vuelvo a lo inicial: interpreto que nuestros invitados entienden que, tal como está redactado 
el texto, no da ninguna garantía y genera un margen de incertidumbre muy grande sobre el que no es 
aplicable, eventualmente, el marco normativo de una zona temática dentro de lo que serían las zonas 
económicas especiales. 


SEÑOR PÉREZ.- Quiero hacer una precisión. No estamos en condiciones de decir que no hay 
garantías. En realidad, no entendemos que seamos nosotros quienes debamos decir esto ya que, 
justamente, es un tema de jerarquía del Ministerio. Lo que sí es claro es que el artículo es muy 
genérico, muy amplio, porque refiere a atención a la salud. Entonces, ¿qué entendemos por el 


concepto de «atención a la salud»? Obviamente, pensamos que debe haber un marco regulatorio de 
esto y, como recién decía el señor Senador Berterreche, lo que no dice la ley no lo puede establecer un 
decreto. O sea que habría que legislar y analizar, en materia de leyes, qué es lo que se propone en 
relación a esto. Quizás después venga algún proyecto de ley encaminado en este sentido o que tenga 
previsto algún tipo de normativa específica. Lo cierto es que lo que hoy tenemos son las leyes del 
sistema y la Ley Orgánica de Salud Pública, que es la que nos fija los parámetros. Con esas 
plataformas legales es que hoy funciona el Ministerio y controla tanto a la tecnología como a los 
propios profesionales de la salud. 


SEÑOR CAMY.- Quiero dejar una constancia muy breve. 


Escuchamos tanto el planteamiento de la señora Senadora Moreira como el del señor 
Senador Berterreche —que compartimos— y tenemos en nuestro poder la versión taquigráfica de la 
concurrencia a esta Comisión de la economista Rosa Osimani, Directora General de Comercio, y del 
contador Ricardo Gómez, Director del Área Zonas Francas. Y la economista refirió expresamente, en 
un momento de la comparecencia: «Lo único que sabemos es que hay algunas clínicas reconocidas 
que estarían dispuestas a localizarse en un país como el nuestro». 


Quiero dejar la constancia, entonces, de que sería importante que el Ministerio de Salud 
Pública, en caso de tener algún conocimiento específico de esto, lo hiciera saber, porque sería 
oportuno trabajar sobre algo concreto. 


SEÑOR PÉREZ.- De acuerdo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la exposición de los representantes del Ministerio de Salud 
Pública que, en lo personal, me pareció muy clara. 


(Se retiran de sala los asesores jurídicos del Ministerio de Salud Pública). 
—No tenemos asuntos entrados para considerar. 


Con respeto a las Instituciones de Asistencia Médica Colectiva y a la posibilidad de ampliar el 
Fondo de Garantía, vamos a enviar una solicitud de información a la Junta Nacional de Salud. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Me queda una duda sobre si en algún momento se ejecutó la garantía de 
ese fondo. Eso me parece fundamental y, tal como la Presidencia ha dicho, se va a consultar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- A continuación, corresponde designar al Vicepresidente de la Comisión. 
SEÑOR DELGADO.- Proponemos al señor Senador Camy. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la propuesta del señor Senador. 
(Se vota). 
—6 en 7. Afirmativa. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 10:40). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


